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1. Fundamentos.- Durante el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet el Congreso Nacional discutió y aprobó la ley N° 20.205, que protege a los funcionarios públicos que denuncien irregularidades y faltas al principio de probidad. La ley, que estableció una serie de garantías para los funcionarios públicos que denuncien la existencia de delitos o irregularidades, se centró en la protección del principio de probidad administrativa –desde 2005 con rango constitucional- pero permitiendo que también puedan ser denunciados otros ilícitos que sean conocidos por los funcionarios de la administración del estado.

El mensaje del proyecto de ley indicaba que "para resguardar y hacer efectivo el cumplimiento del principio de la probidad administrativa, se requiere contar con medios eficaces para denunciar los hechos irregulares de que se tenga conocimiento sin temor a venganzas ni represalias». Por otra parte, se constataba en el mensaje que tanto el Estatuto Administrativo como en el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, se prescribe como obligación de los funcionarios denunciar ante el Ministerio Público o la Policía los crímenes o simples delitos y demás irregularidades de que tome conocimiento en el ejercicio de su cargo, pero que esta obligación para los funcionarios no se encontraba aparejada de los derechos correlativos que resguardaran al denunciante.

Con el fin de favorecer a los funcionarios públicos que denuncien crímenes o simples delitos, en especial aquellos vinculados con la probidad administrativa, el legislador estableció un estatuto de protección para los funcionarios que tomen conocimiento de la existencia de algún ilícito, lo que ha significado en la práctica un incentivo para efectuar las denuncias correspondientes sin temor a represalias por parte de los superiores jerárquicos.

El Estatuto de Administrativo, contenido en el D.F.L. N° 29 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, prescribe en el artículo 61 letra k) –luego de las modificaciones introducidas por la ley N° 20.205-, como obligación de los funcionarios públicos, "denunciar ante el Ministerio Público o ante la policía si no hubiere fiscalía en el lugar en que el funcionario presta servicios, con la debida prontitud, los crímenes o simples delitos y a la autoridad competente los hechos de carácter irregular, especialmente de aquéllos que contravienen el principio de probidad administrativa regulado por la ley N° 18.575." (Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado). El artículo 90 A –del mismo estatuto- establece los siguientes derechos para el funcionario denunciante: "a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o de destitución, desde la fecha en que la autoridad reciba la denuncia y hasta la fecha en que se resuelva en definitiva no tenerla por presentada o, en su caso, hasta noventa días después de haber

terminado la investigación sumaria o sumario, incoados a partir de la citada denuncia; b) No ser trasladados de localidad o de la función que desempeñaren, sin su autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere la letra precedente; c) No ser objeto de precaljficación anual, si el denunciado fuese su superior jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo que expresamente la solicitare el denunciante. Si no lo hiciere, regirá su última calificación para todos los efectos legales.".

El Estatuto los Funcionarios Municipales (Ley N° 18.883) señala en el artículo 58 letra k) una norma similar a la del Estatuto Administrativo, pero vinculada a la realidad municipal, por la cual los funcionarios regidos por dicho cuerpo normativo deben "denunciar ante el Ministerio Público, o ante la policía si no hubiere fiscalía en la comuna en que tiene su sede la municipalidad, con la debida prontitud, los crímenes o simples delitos y al alcalde los hechos de carácter irregular o las faltas al principio de probidad de que tome conocimiento.". El artículo 88 A de dicho Estatuto consagra los derechos del funcionario municipal denunciante, en los siguientes términos: "a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o de destitución, desde la fecha en que el alcalde tenga por presentada la denuncia y hasta noventa días después de haber terminado la investigación sumaria o sumario, incoados a partir de la citada denuncia.". La letra b) y c) son iguales a las letras b) y c) del artículo 90 A del Estatuto Administrativo.

No obstante la regulación anterior, en la práctica se han suscitado interrogantes respecto al ámbito de aplicación de los derechos comentados, lo cual, sin duda, representa un situación apremiante que debe ser resulta por el legislador, atendido el objetivo perseguido por las modificaciones que introdujo la ley N° 20. 205, cual es, resguardar el principio de probidad y evitar la comisión de ilícitos por funcionarios públicos. Una de estas interrogantes se encuentra vinculada con su aplicación a directores, inspectores y profesores de establecimientos educacionales, quienes se encuentran obligados por el artículo 175 letra e) del Código Procesal Penal a denunciar "los delitos que afectaren a los alumnos o que hubieren tenido lugar en el establecimiento" (educacional).

El Estatuto Docente, que se encuentra regulado en el D.F.L. N° 1 de 2011 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que lo complementan y modifican, no contiene normas que establezcan la obligación de denuncia y derechos para el docente denunciante. Empero, cabe advertir que el Estatuto Administrativo debe entenderse como de aplicación supletoria respecto del Estatuto Docente. En este sentido, se ha dicho que "cada vez que sea necesario

aplicar instituciones del Derecho Administrativo que no esté regulada en el Estatuto Docente –y menos aún en el Código del Trabajo, atendido su naturaleza de cuerpo normativo de derecho privado-, será necesario recurrir a la aplicación supletoria del Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales; del Estatuto Administrativo de general aplicación; de la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de la Administración; de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado."' .

1 Andrade Olivares, Lorenzo. "Estatuto Docente en su faceta de estatuto administrativo de derecho público", Thomson Reuters, 2oo9, Pág. 98.

Para evitar interpretaciones distantes a lo ya señalado es necesario introducir en el Estatuto Docente normas que consagren la obligación de denuncia que tengan, además, aparejadas derechos que faciliten su cumplimiento y sirvan para prevenir delitos contra la probidad administrativa y otros ilícitos que se comentan en el ámbito de trabajo de los docentes.

2. Ideas Matrices.- El objetivo de este proyecto de ley es consagrar en el Estatuto Docente que a los directores, inspectores, personal administrativo y docentes que denunciaren delitos que afectaren a los alumnos o que hubieren tenido lugar en el establecimiento en que ejercen sus funciones, les serán aplicable los derechos consagrados en el artículo 90 A del Estatuto Administrativo de la ley N° 18.834, por lo cual "a) No podrán ser objeto de las medidas disciplinarias de suspensión del empleo o de destitución, desde la fecha en que la autoridad reciba la denuncia y hasta la fecha en que se resuelva en definitiva no tenerla por presentada o, en su caso, hasta noventa días después de haber terminado la investigación sumaria o sumario, incoados a partir de la citada denuncia; b) No ser trasladados de localidad o de la función que desempeñaren, sin su autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere la letra precedente; c) No ser objeto de precalificación anual, si el denunciado fuese su superior jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo que expresamente la solicitare el denunciante. Si no lo hiciere, regirá su última calificación para todos los efectos legales.".

Es sobre la base de estos fundamentos y antecedentes que venimos en proponer el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo único.- Introducense al D.F.L. N° 1 de 2011 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que lo complementan y modifican, el siguiente artículo 71 bis:

"Artículo 71 bis.- A los directores, inspectores, personal administrativo y docentes que denunciaren crímenes o simples delitos que afectaren a los alumnos o que hubieren tenido lugar en el establecimiento en que ejercen sus funciones, les serán aplicable los derechos consagrados en el artículo 90 A del Estatuto Administrativo de la ley n° 18.834.”.
